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Constitucional y Amparo 
 

JURISPRUDENCIA. TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO A RECURRIR UN 

FALLO ANTE UNA INSTANCIA SUPERIOR Y EL DE ACCEDER A UN RECURSO ADECUADO Y EFECTIVO.  
 

TESIS AISLADA. RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA 

DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO, CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE ACORDAR 

SOBRE LAS PRUEBAS OFRECIDAS, AL NO TRATARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y GRAVE QUE PUEDA 

CAUSARLE PERJUICIO NO REPARABLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SALVO QUE SE ESTÉ ANTE UNA 

"ABIERTA OPORTUNIDAD PARA PROVEER". 
 

TESIS AISLADA. RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 

DETERMINA NO DESAHOGAR UNA PRUEBA TESTIMONIAL A CARGO DE UN MENOR DE EDAD. 
 

TESIS AISLADA. EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL 

ARTÍCULO 171, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE 

POBREZA O MARGINACIÓN, ES ACORDE CON LAS BASES CONSTITUCIONALES QUE RIGEN EL JUICIO DE 

AMPARO Y RAZONABLE DENTRO DEL PARÁMETRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL. 
 

TESIS AISLADA. COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA SUMISIÓN 

EXPRESA DE LAS PARTES PARA SOMETERSE A LA JURISDICCIÓN DE UN TERRITORIO, NO COMPRENDE 

TAMBIÉN A LA DE ÍNDOLE CONSTITUCIONAL. 
 

JURISPRUDENCIA. AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR 

UNA PETICIÓN DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE UNA ABIERTA 

DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO O SU PARALIZACIÓN TOTAL, AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN AL 

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 61 

DE LA LEY DE AMPARO. 
 

TESIS AISLADA. AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DICTADO EN UN JUICIO CIVIL QUE 

ADMITE LA PRUEBA DE INFORME DE INSTITUCIÓN MÉDICA OFRECIDA POR LA CONTRAPARTE DEL 

QUEJOSO, PARA QUE AQUÉLLA REMITA COPIA DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DEL HIJO FINADO DE ÉSTE, AL 

CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. 
 

Penal y Seguridad 
 

TESIS AISLADA. SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO 

PENITENCIARIO. SON IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE EJECUCIÓN A TRAVÉS DEL RECURSO DE REVISIÓN Y 

NO MEDIANTE LA PETICIÓN ADMINISTRATIVA ANTE EL DIRECTOR DEL CENTRO, AUN CUANDO AQUÉLLAS 

PUDIERAN RELACIONARSE CON LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO. 
 

TESIS AISLADA. PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA (ADN). EL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, AL PREVER LA TOMA DE MUESTRAS BIOLÓGICAS, 

LA CUAL TIENE COMO FIN EXCLUSIVO EL DE CONSTATAR O REVELAR HECHOS QUE SIRVEN DE FUENTE O 

MEDIO DE PRUEBA EN UN PROCESO JUDICIAL, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA NO 

AUTOINCRIMINACIÓN Y A LA INTIMIDAD PERSONAL, NI GENERA UN ACTO DE MOLESTIA A QUIEN SE 

DIRIGE. 
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Derecho Privado de Empresa 
 

TESIS AISLADA. RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO EN EL QUE EL JUEZ SE INHIBE DE 

CONOCER DE LA DEMANDA POR RAZÓN DE TERRITORIO Y DEJA A DISPOSICIÓN DEL ACTOR LOS 

DOCUMENTOS EXHIBIDOS CON ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

 

TESIS AISLADA. PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE. LOS VICIOS CONTENIDOS EN EL DOCUMENTO QUE 

ACREDITA LA CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN SON MENOS TRASCENDENTES PARA LA 

PROCEDENCIA DE DICHA ACCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

 

TESIS AISLADA. MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA DE 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. SI LAS PARTES PACTAN QUE DEBEN AGOTARSE ANTES DE ACUDIR A LOS 

TRIBUNALES COMPETENTES, DEBE PREVALECER EL ACUERDO DE VOLUNTADES. 

 

TESIS AISLADA. MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA CIVIL. SI UNA 

DE LAS PARTES NO ACUDE A ELLOS A PESAR DE HABER SIDO NOTIFICADA DE SU INICIACIÓN, ESTO NO 

SIGNIFICA LA PÉRDIDA DEL DERECHO DE ACUDIR A LA JUSTICIA FORMAL. 

 

JURISPRUDENCIA. JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DEMANDA SE ANEXA UN TÍTULO DE CRÉDITO 

QUE NO CONCUERDE CON LOS HECHOS PRECISADOS EN ÉSTA, EL JUEZ NO TIENE LA FACULTAD DE 

REQUERIR AL ACTOR PARA QUE CORRIJA ESA IRREGULARIDAD. 
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Constitucional y Amparo  

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021551  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 31 de enero de 2020 10:32 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 8/2020 (10a.)  

 

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO A RECURRIR UN FALLO ANTE UNA 

INSTANCIA SUPERIOR Y EL DE ACCEDER A UN RECURSO ADECUADO Y EFECTIVO. Si bien los derechos 

mencionados giran en torno al derecho fundamental de tutela jurisdiccional efectiva contenido en el 

artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe tenerse presente que 

dichas prerrogativas son autónomas, con dimensiones y alcances propios que exigen desarrollos 

interpretativos individualizados que abonen en el entendimiento y configuración del núcleo esencial 

de cada derecho. Ahora bien, en cuanto al juicio de amparo, la Corte Interamericana ha establecido 

que éste se encuentra en el ámbito del artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, "Pacto de San José", reconociéndolo, por su naturaleza, como el procedimiento judicial 

sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por la Constitución y 

la Convención citada; el mismo Tribunal Interamericano precisó que el recurso consagrado en el 

aludido artículo 25 no es el recurso de apelación, el cual está previsto, en el artículo 8.2 h), del mismo 

tratado. Esta diferencia entre el derecho a la protección judicial y el derecho a la revisión, es de suma 

relevancia para entender cuándo se está en presencia del derecho a recurrir un fallo ante una 

instancia superior, en respeto al derecho al debido proceso, y cuándo se está ante la exigencia del 

derecho a un recurso que ampare derechos fundamentales de fuente nacional o convencional, por 

tanto, el juicio de amparo debe considerarse como un medio de defensa diseñado para proteger los 

derechos consagrados en la Constitución y la Convención Americana, y no como un mecanismo de 

segunda instancia, esto es, un recurso que sirve de margen para la revisión de una decisión en el marco 

de un proceso. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 2814/2014. Javier García Ramírez. 24 de febrero de 2016. Mayoría de cuatro 

votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 

Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma Lucía 

Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo.  

 

Amparo directo en revisión 7034/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 6 de marzo de 2019. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 

quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretario: Héctor Vargas Becerra.  
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Amparo directo en revisión 135/2019. Carlos Eduardo Martínez Varela. 27 de marzo de 2019. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. 

Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.  

 

Amparo directo en revisión 2122/2018. Distribuidora Liverpool, S.A. de C.V. 26 de junio de 2019. Cinco 

votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.  

 

Amparo directo en revisión 1824/2019. Bluestream Capital, S.A.P.I. de C.V. 25 de septiembre de 2019. 

Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 

concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.  

 

Tesis de jurisprudencia 8/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veintidós de enero de dos mil veinte. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 04 de febrero de 

2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021541  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 31 de enero de 2020 10:32 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: III.1o.C.9 K (10a.)  

 

RECURSO DE QUEJA. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN 

EL JUICIO DE AMPARO, CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE ACORDAR SOBRE LAS PRUEBAS 

OFRECIDAS, AL NO TRATARSE DE UN ACTO TRASCENDENTAL Y GRAVE QUE PUEDA CAUSARLE PERJUICIO 

NO REPARABLE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA, SALVO QUE SE ESTÉ ANTE UNA "ABIERTA OPORTUNIDAD PARA 

PROVEER". De conformidad con el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, el recurso de 

queja procede contra las resoluciones que se dicten durante la tramitación del juicio que no admitan 

expresamente el recurso de revisión y que por su naturaleza trascendental o grave puedan causar 

perjuicio alguno a las partes, no reparable en la sentencia definitiva. Así, por regla general, cuando una 

de las partes reclama exclusivamente la omisión del Juez de Distrito de proveer sobre sus pruebas 

ofrecidas, el acto recurrido no puede subsumirse a esa hipótesis jurídica. Esto, pues dadas las 

condiciones procesales necesarias el Juez de Distrito estaría en posibilidad de pronunciarse sobre su 

admisión o no y, en su caso, de suceder esto último, estar en aptitud de interponer el recurso de queja 

correspondiente para que el Tribunal Colegiado de Circuito analice la legalidad de dicha decisión, 

conforme a la jurisprudencia P./J. 37/97, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 

rubro: "PRUEBAS. SU DESECHAMIENTO EN UN JUICIO DE AMPARO, MEDIANTE AUTO DICTADO POR UN JUEZ 

DE DISTRITO ANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, ES IMPUGNABLE EN QUEJA Y NO EN REVISIÓN.". 

No obstante, si el Tribunal Colegiado de Circuito advierte del escrito del recurso de queja, del auto 

recurrido o de las constancias, que se está ante una "abierta oportunidad para proveer" sobre los 

medios probatorios ofrecidos, entonces sí será procedente el recurso de queja, y deberá considerarse 

una actuación de naturaleza trascendental y grave que puede causar perjuicio a una de las partes, y 

convertirse en un obstáculo procesal que impida el acceso a la justicia, el derecho de defensa, recurso 

judicial efectivo o dilate injustificadamente la culminación de este medio de control constitucional que 

debe ser expedito para la protección de los derechos fundamentales de los gobernados. Situación que 

se presenta cuando la autoridad responsable ya rindió su informe justificado, se integró la litis; se difirió 

la primera fecha señalada para la audiencia constitucional, donde generalmente ya se ofertó la 

totalidad del material probatorio. Y, por su parte, el juzgador omite proveer la petición de admisión, sin 

motivación alguna. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 147/2019. Punto Vertical S.A. Promotora de Inversión de C.V. 26 de junio de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Martha Leticia Muro Arellano. Secretario: Antonio Rodrigo Mortera Díaz. 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 37/97 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, junio de 1997, página 87, con número de registro 

digital: 198409. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021540  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 31 de enero de 2020 10:32 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: VII.2o.C.72 K (10a.)  

 

RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE DETERMINA NO 

DESAHOGAR UNA PRUEBA TESTIMONIAL A CARGO DE UN MENOR DE EDAD. De conformidad con el 

artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, el recurso de queja es improcedente para recurrir 

un auto pronunciado durante la tramitación de un juicio de amparo indirecto, pues es imprescindible 

que tenga la particularidad de causar daño trascendental y grave, no reparable en sentencia 

definitiva. Así, en términos del artículo 75 de la propia ley, en los amparos contra resoluciones 

jurisdiccionales, el acto reclamado debe ser analizado conforme a las pruebas que tuvo la autoridad 

responsable al emitir dicho acto; es decir, no es dable admitir en el amparo pruebas que no fueron 

consideradas por la autoridad responsable para comprobar los hechos que motivaron o fueron objeto 

de la resolución reclamada, rigiendo ese derecho de ofrecer pruebas para aquellos casos en donde 

el acto reclamado sea una resolución, judicial o administrativa, sin previo juicio, o bien, cuando se 

alegue en el amparo violación al derecho de ser oído y vencido en juicio. Por tanto, contra el acuerdo 

del Juez de Distrito que determina no desahogar una prueba testimonial a cargo de un menor de edad 

es improcedente el recurso de queja, en virtud de que dicho acto deriva de un juicio tramitado ante 

una autoridad jurisdiccional en donde la quejosa es parte, ello es motivo suficiente para apreciar el 

acto reclamado conforme a las pruebas ofrecidas antes de su emisión y, por ende, no se trata de un 

auto que por su naturaleza no pueda repararse en el dictado de la sentencia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Queja 246/2019. Sara Silvia Vázquez López. 7 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 

Isidro Pedro Alcántara Valdés. Secretario: Pedro Carranza Ochoa. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021530  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 31 de enero de 2020 10:32 h  

Materia(s): (Común, Constitucional)  

Tesis: 1a. IX/2020 (10a.)  

 

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 171, 

PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA QUE LA ESTABLECE POR CONDICIONES DE POBREZA O 

MARGINACIÓN, ES ACORDE CON LAS BASES CONSTITUCIONALES QUE RIGEN EL JUICIO DE AMPARO Y 

RAZONABLE DENTRO DEL PARÁMETRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL. El precepto citado, en su 

primer párrafo, establece que al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin 

al juicio, deberán hacerse valer las violaciones procesales, siempre y cuando el quejoso las haya 

impugnado durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de defensa que prevea la 

ley ordinaria respectiva. Por su parte, el párrafo segundo de dicho artículo establece algunos supuestos 

adicionales de excepción al principio de definitividad a los previstos en el artículo 107 de la Constitución 

Federal, que establece las bases constitucionales que rigen el juicio de amparo, entre ellos, el relativo 

a los asuntos en los que se ventilen derechos de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación 

se encuentren en clara desventaja para emprender un juicio, excepción que resulta acorde con dichas 

bases y es razonable dentro del parámetro de regularidad constitucional, pues el artículo 107, párrafo 

primero, constitucional, estableció una delegación de origen al Poder Legislativo para que emitiera la 

legislación reglamentaria de amparo, orientando su actuación a los principios y las bases contenidos 

en el propio texto constitucional, los cuales no se encuentran comprometidos, esto considerando que 

la constitucionalidad de una norma secundaria no depende de que su contenido esté previsto 

expresamente en la Constitución, sino de que respete los principios que inspiraron la incorporación en 

su texto. Adicionalmente, el artículo 171, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, es razonable de 

acuerdo con el derecho a una tutela judicial efectiva previsto en el artículo 17 de la Constitución 

Federal, pues a través de la excepción al principio de definitividad por condiciones de pobreza o 

marginación se consolida la protección de quienes no pueden ejercer sus derechos por encontrarse 

en desventaja. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo directo en revisión 1824/2019. Bluestream Capital, S.A.P.I. de C.V. 25 de septiembre de 2019. 

Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 

concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021526  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 31 de enero de 2020 10:32 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: III.3o.P.3 K (10a.)  

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA SUMISIÓN EXPRESA DE LAS PARTES 

PARA SOMETERSE A LA JURISDICCIÓN DE UN TERRITORIO, NO COMPRENDE TAMBIÉN A LA DE ÍNDOLE 

CONSTITUCIONAL. El acuerdo de las partes sobre el sometimiento expreso a la jurisdicción de los 

tribunales competentes y leyes aplicables en cierta entidad federativa, renunciando a otro ámbito 

territorial que en razón de sus domicilios les pudiera corresponder, no alcanza ni justifica que la 

competencia para conocer del juicio de amparo indirecto recaiga en un órgano con sede en aquel 

lugar, pues esa sumisión ocurre sólo en cuanto a la interpretación del contrato o título de crédito, 

normas reguladoras, ejecución y cumplimiento, según lo convenido. Por tanto, no puede comprender 

también a la jurisdicción constitucional, como lo es la del amparo (que no se trata de un tópico de 

legalidad), pues iría contra las reglas contenidas en el artículo 37 de la ley de la materia, derivadas del 

diseño normativo establecido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que no 

permite que la competencia sea renunciable o convencional, por ser de orden público. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Conflicto competencial 11/2019. Suscitado entre los Juzgados Sexto de Distrito de Amparo en Materia 

Penal, con sede en el Estado de Jalisco y Décimo Tercero de Distrito de Amparo en Materia Penal, con 

residencia en la Ciudad de México. 10 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto 

Díaz Díaz. Secretaria: Andrea Raquel Suro Hernández. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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Registro: 2021524  
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AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE ACORDAR UNA PETICIÓN 

DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL EN EL QUE EXISTE UNA ABIERTA DILACIÓN DEL 

PROCEDIMIENTO O SU PARALIZACIÓN TOTAL, AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE 

DEFINITIVIDAD, PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE 

AMPARO. De la lectura armónica del artículo 339 del Código de Procedimientos Penales para el Estado 

de Jalisco (abrogado), en relación con el numeral 61, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, se colige 

que en los casos en que se reclame la omisión del Juez penal de acordar una petición dentro de un 

procedimiento jurisdiccional en el que existe una abierta dilación del procedimiento o su paralización 

total, el gobernado estará en aptitud de combatir tal omisión directamente a través del juicio de 

amparo, sin necesidad de agotar previamente el principio de definitividad. Ello, en razón de que para 

determinar que el recurso de queja previsto en la ley procesal mencionada es el idóneo para revocar, 

modificar o nulificar este tipo de acto, así como para establecer el momento idóneo para su 

interposición, sería necesario acudir a una interpretación adicional de diversas disposiciones legales y 

jurisprudenciales, lo cual no es exigible al gobernado, dado que no se encuentra obligado a conocer 

la ley ni la jurisprudencia para interpretarlas y así poder establecer el medio de impugnación que debe 

agotar antes de promover el juicio de amparo indirecto. En esas condiciones, en atención al derecho 

humano a un recurso judicial efectivo y de acceso a la justicia en favor del justiciable, se concluye que 

tratándose de la omisión del Juez penal de acordar una petición dentro de un procedimiento 

jurisdiccional en el que existe una abierta dilación del procedimiento o su paralización total, se actualiza 

el caso de excepción al principio de definitividad contenido en el último párrafo de la fracción XVIII del 

artículo 61 de la Ley de Amparo, por lo cual el gobernado queda en libertad de elegir interponer el 

medio ordinario de defensa (queja) o acudir en forma directa al juicio de amparo indirecto. 

 

PLENO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 6/2018 y su acumulada 7/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Primero, Segundo y Tercero, todos en Materia Penal del Tercer Circuito. 1 de julio de 2019. 

Unanimidad de cuatro votos de los Magistrados Germán Martínez Cisneros, José Guadalupe Hernández 

Torres, Abel Aureliano Narváez Solís y Antonio Legorreta Segundo. Ponente: José Guadalupe Hernández 

Torres. Secretario: Cristian Darío Navarro Murguía. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver las quejas 

143/2018 y 25/2018, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer  
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Circuito, al resolver la queja 8/2018, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Penal del Tercer Circuito, al resolver las quejas 158/2018, 135/2018 y 217/2018. 

 

Nota: De la sentencia que recayó a la queja 8/2018, resuelta por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Penal del Tercer Circuito, derivó la tesis aislada III.2o.P.148 P (10a.), publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, Tomo VI, junio de 2019, página 5125. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 04 de febrero de 

2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

 

  

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

31 de enero 2020 

 

 

 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2021523  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 31 de enero de 2020 10:32 h  

Materia(s): (Común)  
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AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DICTADO EN UN JUICIO CIVIL QUE ADMITE LA 

PRUEBA DE INFORME DE INSTITUCIÓN MÉDICA OFRECIDA POR LA CONTRAPARTE DEL QUEJOSO, PARA QUE 

AQUÉLLA REMITA COPIA DEL EXPEDIENTE CLÍNICO DEL HIJO FINADO DE ÉSTE, AL CONSTITUIR UN ACTO DE 

IMPOSIBLE REPARACIÓN. El derecho sustantivo a la protección de datos personales tutelado en los 

artículos 6o. y 16, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste 

en el control de cada individuo sobre el acceso y uso de la información personal, en aras de preservar 

la vida privada de las personas. En relación con este derecho, el artículo 111 A de la Ley del Seguro 

Social y la Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012, publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 15 de octubre de 2012, establecen la obligación del personal de los establecimientos para la 

atención médica de manejar con discreción y confidencialidad la información contenida en los 

expedientes clínicos, pudiendo ser únicamente proporcionada a terceros cuando medie la solicitud 

escrita del paciente, el tutor, representante legal o de un médico debidamente autorizado por alguno 

de éstos; asimismo, en el citado numeral 111 A, se señala que la revelación de los datos y registros que 

consten en los expedientes clínicos electrónicos a terceros ajenos al Instituto Mexicano del Seguro 

Social, sin autorización expresa de las autoridades de éste y del derechohabiente o de quien tenga 

facultad legal para decidir por él, o sin causa legal que lo justifique, será sancionada en términos de la 

legislación penal federal como revelación de secretos, con independencia del pago de la 

indemnización que, en su caso, corresponda. En ese orden de ideas, el acuerdo dictado en un juicio 

civil que admite la prueba de informe de institución médica ofrecida por la contraparte del quejoso, 

para que aquélla remita copia del expediente clínico del hijo finado de éste, constituye un acto de 

imposible reparación, en términos de la fracción V del artículo 107 de la Ley de Amparo, en la medida 

en que su desahogo pudiera implicar que terceras personas tengan acceso a dicho expediente sin 

autorización previa de quien deba otorgarla, lo cual consumaría irreparablemente la afectación del 

derecho a la protección de datos personales del hijo finado del quejoso, pues aun cuando éste 

obtuviera sentencia favorable en el juicio de origen, no desaparecería la afectación resentida con 

motivo de la divulgación de la información confidencial relativa al historial médico del difunto; máxime 

cuando éste era menor de edad. Lo anterior, en la inteligencia de que el carácter de imposible 

reparación del acuerdo reclamado, no implica que éste sea inconstitucional por sí mismo, sino 

únicamente justifica la procedencia del juicio de amparo indirecto, por lo que en todo caso será el 

Juez de Distrito quien en el momento procesal oportuno resuelva este aspecto, ponderando las 

particularidades del caso concreto. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 

Queja 84/2019. Esther Alicia Palma Macías. 5 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 

José Manuel Blanco Quihuis. Secretario: Germán Gutiérrez León. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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Penal y Seguridad 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021544  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 31 de enero de 2020 10:32 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: II.4o.P.12 P (10a.)  

 

SANCIONES DISCIPLINARIAS IMPUESTAS POR EL COMITÉ TÉCNICO DEL CENTRO PENITENCIARIO. SON 

IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE EJECUCIÓN A TRAVÉS DEL RECURSO DE REVISIÓN Y NO MEDIANTE LA 

PETICIÓN ADMINISTRATIVA ANTE EL DIRECTOR DEL CENTRO, AUN CUANDO AQUÉLLAS PUDIERAN 

RELACIONARSE CON LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO. De conformidad con el artículo 107 de la 

Ley Nacional de Ejecución Penal, las personas privadas de la libertad, a nombre propio o de manera 

colectiva, están legitimadas para presentar una petición administrativa ante el director del centro 

penitenciario en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento. 

En ese sentido, la petición administrativa puede resultar un medio de defensa idóneo para determinar 

si se ha incurrido o no en una afectación al principio rector del sistema penitenciario de vida digna y 

segura en reclusión y, en su caso, proveer lo necesario para remediarla. Sin embargo, cuando se 

impugne la resolución del comité técnico del centro penitenciario que impone sanciones disciplinarias, 

no procede la petición administrativa, sino la revisión ante el Juez de Ejecución establecida en el 

artículo 48 de la propia ley. Ello, no obstante que la sanción pudiera estar relacionada con las 

condiciones de internamiento, pues los aspectos de internamiento por los que procede la petición 

administrativa ante el director del centro penitenciario, no comprenden las situaciones en las que se 

encuentre el recluso, derivadas de una resolución sancionatoria emitida por el comité técnico 

respectivo, sino aquellas circunstancias en las que se encuentre de forma regular por el propio entorno 

del centro y que debe modificarse para propiciar o garantizar el nivel decoroso de vida en reclusión 

para todas las personas privadas de la libertad que pretende el modelo penitenciario actual. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Queja 217/2019. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. 

Secretaria: Sujey Azucena Villar Godínez. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE GENÉTICA (ADN). EL ARTÍCULO 130 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 

PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, AL PREVER LA TOMA DE MUESTRAS BIOLÓGICAS, LA CUAL TIENE 

COMO FIN EXCLUSIVO EL DE CONSTATAR O REVELAR HECHOS QUE SIRVEN DE FUENTE O MEDIO DE PRUEBA 

EN UN PROCESO JUDICIAL, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN Y 

A LA INTIMIDAD PERSONAL, NI GENERA UN ACTO DE MOLESTIA A QUIEN SE DIRIGE. El precepto citado, 

aplicable hasta el 12 de junio de 2016, en virtud de la declaratoria de inicio de vigencia del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, al prever la toma de muestras de carácter biológico contra la 

voluntad del quejoso autorizada judicialmente, no viola su derecho fundamental de no 

autoincriminación, pues de su redacción y alcances no se obtiene que se obligue al individuo a hacer 

manifestaciones, decir o hacer declaraciones verbales o escritas que pudieran comprometer una 

sentencia condenatoria en su contra, ni permite una interpretación en el sentido de que de negarse a 

hacerla voluntariamente, conllevaría la aceptación tácita del hecho imputado; únicamente dota al 

juzgador de la facultad de autorizarla cuando el imputado, el afectado por el hecho punible u otras 

personas, se hayan negado, y bajo las condiciones fácticas, técnicas y jurídicas ahí descritas, entre 

otras, que no ocasionen menoscabo en la salud o dignidad, actos de humillación ni degradación o la 

toma de muestras bajo la producción de cierto grado de dolor o sufrimiento en la persona a quien va 

dirigida la autorización judicial, la cual se condiciona en todo momento a la observancia del derecho 

a su intimidad personal, el cual no es absoluto, como lo señala el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, al que sólo por ley, siempre que medie un interés superior, se permite su intromisión o 

limitación en ciertos casos. Además, el artículo citado tampoco viola la intimidad personal ni genera 

un acto de molestia a quien se dirige la toma de la muestra del ácido desoxirribonucleico (ADN), al ser 

ésta una medida de inspección, registro o tratamiento sobre la interioridad del cuerpo humano, con el 

fin exclusivo de constatar o revelar hechos que sirven de fuente o medio de prueba en un proceso 

judicial, las cuales se sobreponen a la voluntad del individuo cuando se efectúan mediante 

autorización judicial, porque su finalidad es comprobar o descartar hechos materia de investigación 

por parte del Ministerio Público, o bien de carga probatoria. Por tanto, las muestras para realizar un 

examen, entre ellos el de ADN, pueden tomarse en cualquier etapa que el proceso lo permita, 

dependiendo del grado de urgencia en tomarlas, sin dejar de lado el hecho de que el acusado tiene 

derecho a la defensa y a controlar la toma de la muestra, además de los derechos referidos 

anteriormente. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 84/2019. 11 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: José Raymundo 

Cornejo Olvera. Secretario: Jorge Luis Olivares López. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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Derecho Privado de Empresa 
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Registro: 2021542  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Civil)  

Tesis: II.4o.C.32 C (10a.)  

 

RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA EL AUTO EN EL QUE EL JUEZ SE INHIBE DE CONOCER DE LA 

DEMANDA POR RAZÓN DE TERRITORIO Y DEJA A DISPOSICIÓN DEL ACTOR LOS DOCUMENTOS EXHIBIDOS 

CON ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). En la jurisprudencia 1a./J. 16/2014 (10a.), de título y 

subtítulo: "COMPETENCIA. LA FACULTAD DE LOS TRIBUNALES PARA INHIBIRSE DEL CONOCIMIENTO DE UN 

ASUNTO EN EL PRIMER PROVEÍDO, SIGNIFICA DESECHAR LA DEMANDA Y PONERLA A DISPOSICIÓN DEL 

ACTOR CON SUS ANEXOS, MAS NO ENVIARLA A OTRO TRIBUNAL.", la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación estableció que de acuerdo con los artículos 1115 del Código de Comercio y 

165 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México) y sus similares 

en otros ordenamientos, los tribunales están facultados para inhibirse del conocimiento de asuntos 

cuando consideren no tener competencia para ello, siempre y cuando lo hagan en el primer proveído 

respecto de la demanda; que el ejercicio de esa facultad significa desechar ese escrito inicial y ponerlo 

a disposición del actor con sus anexos, pero no enviarlo a otro tribunal que se considere competente; 

que lo anterior resulta así, porque en el contexto de la disposición, la palabra "inhibirse" está usada en 

su acepción más simple de abstenerse o dejar de actuar, lo cual se cumple con el abandono del 

conocimiento del asunto mediante el desechamiento de la demanda, en razón que de considerar que 

en tal caso debe remitirse el escrito inicial a otro tribunal que se considere competente, conduciría a 

un contrasentido, porque implicaría suscitar una cuestión de competencia por el propio tribunal, lo cual 

está prohibido en los preceptos señalados; consecuentemente, el auto por el cual el Juez se inhibe de 

conocer de la demanda por razón de territorio y deja a disposición del actor los documentos exhibidos 

con ésta, si bien no constituye de forma expresa un desechamiento, por sus efectos y consecuencias, 

resulta equiparable a éste en términos de la jurisprudencia referida; por ende, al ser una determinación 

en la que finalmente no se admite la demanda, actualiza el supuesto de procedencia del recurso de 

queja previsto en el artículo 1.393, fracción I, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México 

y no el de apelación que prevé el diverso 1.51 del propio ordenamiento, en virtud de que el último 

medio de impugnación citado está reservado exclusivamente para aquellos casos en los que el 

juzgador se considere incompetente por razón de materia, grado o cuantía y se inhiba del 

conocimiento del negocio. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 650/2019. Baltazar González Vilchis. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Javier Cardoso Chávez. Secretario: Manuel López Reyes. 
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Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 16/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 4 de abril de 2014 a las 10:40 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, página 611, con número de 

registro digital: 2006095. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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Tesis: VII.2o.C.222 C (10a.)  

 

PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE MALA FE. LOS VICIOS CONTENIDOS EN EL DOCUMENTO QUE ACREDITA LA 

CAUSA GENERADORA DE LA POSESIÓN SON MENOS TRASCENDENTES PARA LA PROCEDENCIA DE DICHA 

ACCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). El concepto de propietario constituye el eje rector 

bajo el cual se analiza la procedencia o improcedencia de la acción adquisitiva por prescripción, pues 

únicamente la posesión originaria es apta para usucapir; por tanto, para la actualización de ese 

supuesto es indispensable que el poseedor del bien cuente con el derecho de disposición (ius 

abutendi), el derecho de apropiarse de los frutos del bien (ius fruendi) y el derecho de usar el bien (ius 

utendi); es decir, que el propietario de la cosa se conduzca como el dueño y cuente con todos los 

derechos inherentes a ella. De ahí que si la posesión ejercida por una persona es originaria, a título de 

dueño y por el tiempo suficiente, de forma continua, pública y pacífica, es procedente la prescripción 

adquisitiva de mala fe del bien a su favor. En ese sentido, sólo debe acreditar la causa generadora de 

la posesión y que ésta sea apta para prescribir, por lo que necesariamente debe aportar una prueba 

objetiva con la cual revele el origen de ésta. Sin embargo, en caso de que dicha prueba consista en 

un contrato de compraventa, los vicios contenidos en dicho documento son menos trascendentes si se 

ejerce la prescripción adquisitiva por mala fe, esto, ya que al exigir la ley un lapso mayor para su 

procedencia (veinte años en términos del artículo 1185, fracción III, del Código Civil para el Estado de 

Veracruz), implica un desinterés prolongado y continuo del legítimo propietario para recuperar el bien. 

Por lo cual, la diferencia entre este tipo de prescripción adquisitiva y la ejercida de buena fe radica en 

el grado de perfección del justo título, toda vez que, en el segundo supuesto, al establecerse un lapso 

menor para su procedencia forzosamente requiere que la causa generadora sea lo más perfecta 

posible. En este contexto, si una persona suscribió un contrato de compraventa de un inmueble, se 

estima que dicha documental resulta apta para demostrar la posesión originaria del bien, porque 

implica su adquisición tanto jurídica como material, es decir, que el inmueble es adquirido de forma 

íntegra y completa con todos sus derechos y obligaciones; de ahí que si bien el carácter del vendedor 

del inmueble puede afectar la validez del contrato, eso no demerita la calidad de la posesión del 

comprador, ya que para ello debe anularse el título de mérito por la ausencia de las facultades del 

vendedor para transmitir el dominio del bien, vicio que acarrea su nulidad. No obstante, si eso no es 

demostrado en el juicio y el legítimo dueño del inmueble no hizo las gestiones necesarias para su 

recuperación en el tiempo que exige la ley para usucapir, entonces, procede la prescripción 

adquisitiva del bien, aun cuando la causa generadora de la posesión presente vicios, como lo es la 

falta de facultades del vendedor para transmitir la propiedad del inmueble. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Amparo directo 335/2019. Rufina Sanchez Badillo. 22 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Lucio Huesca Ballesteros, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 

del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos de los 

artículos 26, párrafo segundo y 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

en relación con el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga 

disposiciones de otros acuerdos generales. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN AL 

CONSUMIDOR. SI LAS PARTES PACTAN QUE DEBEN AGOTARSE ANTES DE ACUDIR A LOS TRIBUNALES 

COMPETENTES, DEBE PREVALECER EL ACUERDO DE VOLUNTADES. El acceso a los medios alternativos de 

justicia constituye un derecho humano reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; por ello, es obligación de los impartidores de justicia promover y hacer 

extensivo el uso de dichos medios a la ciudadanía, sobre todo ante su éxito potencial en la solución de 

determinados conflictos en donde cobra especial notoriedad la reconstrucción de las relaciones 

interpersonales, buscando siempre razonamientos de equidad y pretendiendo en todo momento 

restituir la paz social de manera rápida y eficaz. Atento a ello, las partes pueden acordar en el contrato 

basal que se someterán a la competencia de la Procuraduría Federal del Consumidor para la solución 

de los conflictos surgidos del propio contrato, que cuenta con el arbitraje como mecanismo de solución 

de conflictos, que es un procedimiento heterocompositivo en virtud del cual las partes acuerdan 

someter a la decisión de un tercero, neutral y experto en la materia, la solución de una controversia 

presente o futura. Ello constituye una decisión que debe acatarse, ya que la voluntad de las partes es 

la suprema ley en los contratos. De modo que, ante tal acuerdo de voluntades y considerando que es 

obligación de los impartidores de justicia promover y hacer extensivo el uso de los mecanismos 

alternativos de solución de controversias, es inconcuso que primero debe acudirse ante dicha 

Procuraduría para efectuar el reclamo, y de no poder solucionarse ante ella, recurrir ante los tribunales 

competentes. Por tanto, dejar de cumplir lo pactado implicaría limitar a una de las partes el derecho 

de acudir ante la Procuraduría citada, como medio alternativo de justicia, a iniciar un procedimiento 

que resulta más ágil y tiene sustento constitucional. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 474/2019. Seguridad Privada Independencia, S.A. de C.V. 14 de agosto de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: María 

Alejandra Suárez Morales. 

 

Amparo directo 829/2019. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: Cinthia Monserrat Ortega 

Mondragón. 

 

Amparo directo 879/2019. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 4 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS EN MATERIA CIVIL. SI UNA DE LAS PARTES 

NO ACUDE A ELLOS A PESAR DE HABER SIDO NOTIFICADA DE SU INICIACIÓN, ESTO NO SIGNIFICA LA 

PÉRDIDA DEL DERECHO DE ACUDIR A LA JUSTICIA FORMAL. La Declaración Universal de Derechos 

Humanos posee un conjunto de características exclusivas, entre las que se encuentra la relativa a que 

los derechos humanos son irrenunciables e inalienables, dado que ninguna persona puede renunciar a 

ellos ni transferirlos. En ese sentido, si bien es cierto que el acceso a los medios alternativos de justicia 

constituye un derecho humano, también lo es que si al iniciar un medio alternativo de solución de 

controversias, una de las partes no quiere seguir en sus términos el procedimiento, ello no implica que 

no pueda acceder a la justicia formal. Ello, porque el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene derecho a que se le 

administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen 

las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial, además de que su 

servicio será gratuito y prohibidas las costas judiciales. De modo que, atento al derecho constitucional 

de acceso a la impartición de justicia por tribunales previamente establecidos, cuando se elige para 

la solución de un conflicto de naturaleza civil un medio alternativo y una de las partes no acude al 

mismo, a pesar de haber sido notificada de su iniciación, no puede significar la pérdida del derecho 

de acudir a la justicia formal, ya que es de igual forma un derecho humano; por tanto, de no prosperar 

el medio alternativo de solución de controversias, ello no significa que se pueda cerrar la puerta de la 

justicia formal, pues su acceso constituye un derecho fundamental, en tanto que uno de los principios 

rectores de los mecanismos alternativos de solución de controversias es la autonomía de la voluntad, 

la cual debe considerarse hasta el momento en que una de las partes se somete a la justicia alternativa. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 474/2019. Seguridad Privada Independencia, S.A. de C.V. 14 de agosto de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: María 

Alejandra Suárez Morales. 

 

Amparo directo 829/2019. Pegaso PCS, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: Cinthia Monserrat Ortega 

Mondragón. 

 

Amparo directo 879/2019. Pegaso PCS, S.A, de C.V. 4 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SI A LA DEMANDA SE ANEXA UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE NO CONCUERDE 

CON LOS HECHOS PRECISADOS EN ÉSTA, EL JUEZ NO TIENE LA FACULTAD DE REQUERIR AL ACTOR PARA 

QUE CORRIJA ESA IRREGULARIDAD. De los artículos 1061 y 1378 del Código de Comercio se advierte que 

tratándose del juicio ejecutivo mercantil, la demanda inicial debe cumplir con ciertos requisitos, entre 

ellos numerar y narrar los hechos en que el actor funde su petición exponiéndolos sucintamente con 

claridad y precisión, además de exhibir, entre otros, el documento base de la acción; no obstante, si 

se acompaña a ese ocurso un título de crédito que no concuerde con los hechos precisados en la 

demanda, tal circunstancia no faculta al Juez para requerir al actor a fin de que subsane esa 

irregularidad, pues no constituye forma alguna de oscuridad, ya que acorde con el artículo 1380 del 

indicado ordenamiento, la oscuridad sólo puede presentarse en el contenido del propio libelo; sin que 

sea el caso de considerar que esa incongruencia origina la improcedencia de la vía, pues 

evidentemente el documento presentado es un título ejecutivo y, en todo caso, el juzgador está 

facultado para desechar la demanda cuando así lo advierta al emitir el auto de radicación, pues a fin 

de dictar el embargo precautorio, habrá de ajustarse al adeudo; sin embargo, ante una eventual 

inadvertencia del Juez natural deberá entenderse que, en ese supuesto, la exhibición de un título que 

no corresponda al demandado implica falta de legitimación pasiva en la causa, tema que sólo puede 

ser abordado en la sentencia respectiva y ante su ausencia, deberá absolverlo. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Tercero, 

ambos en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito. 7 de noviembre de 2019. Unanimidad de tres votos 

de los Magistrados Juan Manuel Arredondo Elías, José Morales Contreras y Juan Solórzano Zavala. 

Ponente: José Morales Contreras. Secretario: José Alejandro Gómez del Río. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 

amparo directo 458/2018, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 273/2018. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2020 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 04 de febrero de 

2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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